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La pobreza, desarrollo y educación superior 
van de la mano. Empero, aceptar el fenómeno 
de la mundialización, internacionalización o tal 
vez incluso de la globalización, de una manera 
acrítica, puede ser un error de grandes y graves 
dimensiones. En diferentes grados se van dando 
un reacomodo en el ejercicio del poder y corre-

*	 Investigador Nacional Emérito por SNI-CONAHCYT. Profesor-investiga-
dor de la Facultad de Derecho de la Benemérita Universidad Autónoma de 
Puebla.

| 291 | 

Libro completo en https://tinyurl.com/48yeasea
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Instituto de Estudios Constitucionales del Estado de Querétaro, 
https://portal.queretaro.gob.mx/ieceq/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv



mos el riesgo de pasar de un mercado regido por 
el Estado, a un Estado regido por el mercado.1

El orden jurídico no es sino una parte del orden so-
cial. La norma da forma a lo que deben ser prácti-
cas cotidianas. Cuando las prácticas reales no coin-
ciden con su aspecto formal, la norma no sirve.2

Diego Valadés

En una sociedad democrática es imposible man-
tener la visión positivista (exegética) según la 
cual el derecho no es otra cosa que la expresión 
arbitraria de la voluntad del soberano. Para fun-
cionar eficazmente, el derecho debe ser acepta-
do y no solo impuesto por medio de la coacción.3 

Chaim Perelma

Resumen: la reforma constitucional penal del 18 de junio de 
2006, significa un paradigma novedoso, sobre todo porque se 
sustenta en dos ejes fundamentales, el primero tiene que ver 
con el garantismo, sobre todo el respeto a los derechos huma-
nos resaltando la dignidad humana. Y el segundo, al tratar el 
sistema acusatorio en materia penal nos invita a considerar el 
realismo jurídico. 

Consecuentemente, nos conlleva a transitar del Estado de de-
recho liberal a un Estado de derecho democrático, en donde 
el constitucionalismo social da la fuerza jurídica para el desa-
rrollo de la justicia social, a fin de lograr el Estado de derecho 
social democrático; sin embargo, la reforma de la fracción XIII 
del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, se contrapone a las bondades 
del discurso garantista y sobre todo empaña y obstaculiza la 

1	 Cfr. Valadés, Diego, “Pobreza, desarrollo y educación superior”, Este País. 
Tendencias y Opiniones, núm. 104, México, noviembre 1999, p. 2.

2	 Valadés, Diego, Constitución y política, 2a. ed., México, Facultad de Derecho 
de la Universidad Complutense de Madrid-IIJ-UNAM, 1994, pp. 64 y 294. 

3	 Perelman, Chaim, La lógica jurídica y la nueva retórica, trad. por Luis 
Díez-Picazo, Madrid, Civitas, 1979, p. 231.
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perspectiva del Estado de derecho social democrático y por 
ende posterga la justicia social. 

Abstract: the constitutional criminal reform of june 18, 2006, 
represents a new paradigm, especially because it is based on 
two fundamental axes, the first has to do with the guarantee, 
especially the respect for human rights, highlighting human 
dignity. The second, when dealing with the accusatory system 
in criminal matters, invites us to consider legal realism. 

Consequently, it leads us to move from the liberal rule of law 
to a democratic rule of law, where social constitutionalism pro-
vides the legal force for the development of social justice, in 
order to achieve a democratic social rule of law. However, the 
reform of section XIII of section B of article 123 of the Political 
Constitution of the United Mexican States, opposes the bene-
fits of the guaranteeing discourse and, above all, tarnishes and 
hinders the perspective of the democratic social rule of law and 
therefore postpones social justice. 

Palabras clave: Estado de derecho social democrático, justi-
cia social, constitucionalismo social, garantismo, autoritarismo. 

Key words:  social democratic rule of law, social justice, social 
constitutionalism, guarantee, authoritarianism.

Sumario: I. Presentación. II. Algunas consideraciones sobre 
el Estado de derecho social democrático. III. El constituciona-
lismo social y su compromiso con la justicia social. IV. Des-
cripción y análisis jurídico sobre la separación del cargo por 
incumplimiento de la responsabilidad en el desempeño de sus 
funciones. V. Reflexiones finales. Referencias.

I. Presentación

¿Qué hacer en un mundo de grandes asimetrías y contradiccio-
nes, (población mundial mayor a los 8000 millones de habitan-
tes) por una parte, estamos en presencia de abismales desigual-
dades de quienes tienen todo y que son los menos (1% de la 
población mundial conforman las elites) y por la otra, identifi-
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camos que más de 6000 millones de habitantes viven en pobre-
za, pero que también identificamos dentro de esta población a 
quienes viven en extrema pobreza?, mismos con carencia de los 
mínimos vitales: alimentación, vivienda, salud, seguridad social 
y educación. 

Dicho drama se intensifica con la presencia del crimen or-
ganizado que obtiene sus utilidades con el alto índice del consu-
mo y distribución de drogas, psicotrópicas (la heroína, el LSD, la 
cocaína, las anfetaminas, el fentanilo, etc.) y, por si fuera poco, 
la amenaza de una tercera guerra mundial, los conflictos bélicos 
entre Rusia vs. Ucrania, Hamás vs. Israel.

Sin embargo, el apetito voraz y despiadado de los dueños del 
capital mundial, resquebrajan al modelo del Estado de derecho 
social democrático como un ente mediador que equilibre racio-
nalmente y de manera armónica las contradicciones que se ge-
neran por las desigualdades tanto de la distribución del ingreso  
como de la riqueza.

Así pues, en el siglo xix, el Estado liberal se asumía a un Es-
tado policía ante tantas desigualdades e inequidades, el Estado se 
convierten en Estado guardián del status quo, pero actualmente 
que se intensifica más la presencia de las fuerzas armadas (mili-
tares), este panorama es mundial. 

Es por ello, que se torna urgente y necesario que pensemos y 
hagamos realidad como alternativa el desarrollo de un Estado de 
derecho social democrático, en donde lo más importante y valio-
so es conservar y fortalecer la sociedad humana.  

A este respecto, Jorge Carpizo considera: 

La moral pública en México se encuentra enferma, es necesario un 
cambio de mentalidad, por el bien del país. Empero son vicios muy 
antiguos y arraigados en nuestra sociedad. Los conoció y sufrió la 
sociedad colonial durante casi tres siglos. Los mismos perduraron 
durante los siglos xix, xx y sigue en los primeros nueve años del 
siglo xxi. Consecuentemente, cuando los servidores públicos son 
incompetentes, irresponsables, no comprometidos con su labor o 
corruptos, una combinación de algunos de estos aspectos, y que 
giran en torno al poder, dinero, corrupción, impunidad y mentiras. 
Así pues, dichas actitudes ponen en riesgo las mejores institucio-
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nes, ya que se encaminan ineluctablemente al fracaso. Además, no 
podemos pasar por alto que dichas conductas y actitudes egoístas 
y mezquinas redundan en perjuicio de las mayorías que viven en la 
pobreza, ya que carecen de lo mínimo necesario para desarrollarse.4

Por su parte, el ministro Juventino V. Castro, en relación a 
esta problemática menciona lo siguiente: 

El verdadero mal del siglo xx que fenece, es la corrupción gene-
ralizada que preside a la cultura mundial. Así pues, la corrupción 
no solo la identificamos en la esfera pública sino también la que  
se desarrolla en el ámbito privado. Por ello debe entenderse  
que la estrategia para combatir a la corrupción debe abarcar a todos 
los sectores sociales, a los sujetos de todas las edades, a todas las 
clases sociales, a todos los sectores de ubicación de la corrupción 
social, que tanto ataca a los derechos humanos y a los derechos en 
general, de los mexicanos. Igualmente, combatir a la delincuencia 
organizada, luchar contra el tráfico internacional de estupefacien-
tes y sustancias psicotrópicas. Se requiere simplificar los trámites 
administrativos a fin de evitar la corrupción, se torna oportuno el 
reconocer la misma responsabilidad penal, administrativa y social 
entre el corruptor y el corrupto.5

En cuanto, a la reforma procesal constitucional penal (2008) 
en comento, don Sergio García Ramírez considera que: 

La reforma en marcha contiene avances y retrocesos, aciertos y 
errores, todos ellos muy notables. No es posible —sería injusto y 
temerario— emitir un juicio uniforme sobre este movimiento nor-
mativo, de condición heterogénea. Pertenece a la categoría de las 
“reformas ambiguas”, si se me permite la expresión, que al lado de 
notables pasos adelante ofrece desaciertos y soluciones peligrosas. 
Estas militan contra el orden penal democrático y ponen en predi-
camento derechos y garantías de los ciudadanos. Por eso he com-
parado la reforma con un vaso de agua fresca, cristalina, que invita 
a saciar la sed, en el que alguien hubiese dejado caer, sin embargo, 

4	 Cfr. Carpizo, Jorge, Moral pública y libertad de expresión, México, Ed. Jus, 
2009, pp. 11 y 23.

5	 Véase Castro, Juventino, La mutación estructural del derecho en México, Mé-
xico, Porrúa, 1998, pp. 60-63.
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unas gotas de veneno. Ya se verá el efecto general que esta inquie-
tante mezcla produce en la fisiología de la nación.6

II. Algunas consideraciones sobre el  
Estado de derecho social democrático

Durante muchos años ha llamado la atención de los estudiosos de 
la teoría del Estado y del derecho, el delimitar que entendemos, 
por un lado, por el Estado de derecho, y por el otro, el Estado de 
derecho social democrático.

Por lo que respecta, al Estado de derecho, cabe hacer men-
ción de lo siguiente: para L. A. Hayek, la idea del Estado de dere-
cho, significa que el Gobierno está vinculado por normas fijadas 
y publicadas de antemano, normas que hacen posible prever, con 
bastante certeza, cómo usará la autoridad sus poderes coercitivos 
en determinadas circunstancias y planear los asuntos de los indi-
viduos en base a este conocimiento.7

La función del legislador en una sociedad libre, sometida al 
Estado de derecho, es crear y mantener las condiciones que de-
fiendan la dignidad del hombre como individuo y en sociedad. 
Esta dignidad requiere no solo conocimiento de sus derechos 
civiles y políticos, sino también, el establecimiento de las con-
diciones sociales, económicas, educativas y culturales que son 
esenciales para el completo desarrollo de su personalidad. 

El sentido literal del Estado de derecho, tiene dos aspectos: i) 
que las personas deben ser regidas por el derecho y deben obe-
decerlo, y ii) que el derecho debe ser de tal manera que la gente 
pueda: ser guiada por él. El derecho debe ser susceptible de ser 
obedecido. Una persona se conforma al derecho en tanto no lo 
viola.8

6	 García Ramírez, Sergio, La reforma penal constitucional (2007-2008). ¿De-
mocracia o autoritarismo?, México, Porrúa, 2008, p. 537.

7	 Hayek, L.A. citado por Raz, Joseph, La autoridad del derecho. Ensayos sobre 
derecho y moral, trad. Tamayo y Salmorán, Rolando, México, IIJ-UNAM, 
1982, p. 263.

8	 Ibidem,  p. 264.
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Sin embargo, para los países pobres, cabe hacer mención que 
a mediados de la década de los ochenta y de las décadas siguien-
tes, se impusieron por parte de los organismos financieros inter-
nacionales Banco Mundial y Fondo Monetario Internacional, las 
políticas económicas neoliberales por las que se ha hecho recorte 
al gasto público para el financiamiento del gasto social, vivienda, 
salud, educación y seguridad social.

Ahora bien, dichos dramas de la vida real, nos conllevan a 
situaciones caóticas. De ahí la impostergable tarea de pensar y 
repensar en las estrategias que fortalezcan el Estado de dere-
cho social democrático. A este respecto, cabe resaltar que existe 
una corriente del pensamiento jurídico que identifica al derecho 
como una alternativa racional y objetiva, que a través de sus ex-
presiones normativas logran diseñar un modelo de sociedad, que 
permita la convivencia y coexistencia pacífica de todos los inte-
grantes de la sociedad, sin hacer discriminación de raza, credo 
religioso, estatus socioeconómico y político, a fin de establecer 
en la relación jurídica entre gobernados, y de estos con los gober-
nantes, los derechos y obligaciones que enriquecen la armonía 
social.

Al respecto, considero al igual que otros estudiosos, que el 
constitucionalismo social representa el paradigma jurídico que 
surge y evoluciona en y para beneficio de la sociedad en su con-
junto, toda vez, que gracias a este modelo jurídico de organización 
social y política, se logran armonizar y aminorar los antagonismos 
y contradicciones de las clases sociales representados por una 
parte, por los desamparados que carecen de lo mínimo necesario 
en relación con aquellos pequeños sectores de la sociedad que po-
seen todo y en abundancia. Así pues, el Estado de derecho social 
democrático se orienta y organiza a través del constitucionalismo 
social. Consecuentemente, se establecen estrategias para alcanzar 
los valores y fines que tienen que ver con la justicia social.

Así pues, para el destacado jurista Marcos Kaplan, especialis-
ta en derecho económico, considera que:

El Estado social democrático de derecho no implica un cuestiona-
miento de la existencia y rectoría del Estado. La reafirmación de su 
papel rector, su democratización en permanente ampliación y pro-

297 | 

La reforma de la fracción XIII del apartado B del artículo 123 de la…



fundización, la redefinición de sus relaciones con la sociedad civil en 
el mismo sentido, confluirían en otorgarle legitimidad y consenso, 
capacidades incrementadas de decisión y acción, flexibilidad y efi-
cacia mayores. Como institucionalización político-jurídica del poder 
popular, el nuevo Estado de derecho social democrático estaría en 
mejores condiciones para realizar una estrategia de desarrollo inte-
gral, avanzar hacia formas superiores de sociedad y sistema político, 
por libre determinación y con plena participación de la población. 
Los mismos supuestos y mecanismos permitirían al Estado adoptar y 
aplicar formas de acción hacia afuera, que combinarían objetivos de 
autonomía nacional, mayor participación en las modalidades y logros 
de cooperación e integración latinoamericanas, y contribución efec-
tiva a la emergencia de un nuevo orden mundial más libre y justo.9

III. El constitucionalismo social y  
su compromiso con la justicia social

El Estado liberal en su máxima expresión se olvida de la distri-
bución del ingreso y de la riqueza para todos. Así pues, ante las 
asimetrías sociales, económicas, educativas, etcétera, se genera 
un paradigma constitucional que establece normas jurídicas pro-
tectoras de las clases sociales marginadas. A fin de lograr el equi-
librio en las relaciones sociales y evitar los conflictos sociales ar-
mados, como fue el caso de la Revolución Mexicana de 1910. A 
este respecto, el jurista mexicano Sergio García Ramírez, consi-
dera que: el derecho social es volver la mirada hacia los grupos y 
las clases; desconoce el primado de la autonomía de la voluntad, 
para abrazar el control social de la libertad; cercena los derechos 
absolutos, para  reorientarlos en sentido social; acude en defensa 
del débil, la mujer, el niño, el trabajador, el campesino, el ancia-
no, el enfermo, el arrendatario, introduce el dirigismo contrac-
tual y crea nuevos órdenes jurídicos: el laboral, el agrario, el de 
la seguridad social, derecho y deber de educación e intervención 
constante del poder público en la vida económica y social, el pro-
pósito tutelar provoca la socialización del derecho. De todo esto, 

9	 Kaplan, Marcos, “Rectoría del Estado y desarrollo en América Latina”, La 
Constitución mexicana: rectoría del Estado y economía mixta, México, IIJ-
UNAM, 1985, pp. 52 y 53.
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se sigue la existencia de un “constitucionalismo social”, susten-
tado en el Estado de derecho social, regido por la justicia y no ya 
únicamente por la libertad.10

Es decir, lo más trascendente es la igualdad tanto formal 
como material de las personas. 

El nuevo contenido de las Constituciones queda de manifies-
to en el señalamiento de preceptos sobre relaciones laborales, 
propiedad relativa y socializada (o diversas formas de tenencia, 
aprovechamiento y disposición de los inmuebles), derecho del 
individuo a la asistencia y a la seguridad social, matrimonio y 
familia, derecho y deber de educación e intervención constante 
del poder público en la vida económica y social.11

Ahora bien, con el propósito de clarificar aún más el sentido 
y alcance que  tiene  el  constitucionalismo social, cabe citar, al 
distinguido jurista mexicano de  reconocimiento  universal  don  
Héctor  Fix-Zamudio, quien  expresa lo siguiente: la Constitu-
ción Federal mexicana de 5 de febrero de 1917 debe considerarse 
como un documento de transición entre el sistema clásico indi-
vidualista y liberal de la carta anterior de 1857 y las tendencias 
socializadoras que se manifestaron en la primera posguerra, con 
el mérito indiscutible de haber sido la primera que incorporó en 
su texto a los derechos sociales de los trabajadores y de los cam-
pesinos, adelantándose a otras leyes fundamentales, como la ale-
mana de Weimar de 1919, y la de la revolución rusa de 1918, que 
iniciaron el llamado constitucionalismo social.12

Además, deben incluirse las cartas fundamentales de España de 
1931 —que tanta influencia tendrá en América Latina— de Austria y 
Checoslovaquia de la primera posguerra y de la soviética de 1936.13

10	 García Ramírez, Sergio, “Tres textos precursores en el constitucionalismo so-
cial”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, núms. 2 y 3, México, 1969, p. 472.

11	 Ibidem, p. 473.
12	 Fix-Zamudio, Héctor, “El estado social de derecho y la constitución mexi-

cana”, La Constitución mexicana: rectoría del Estado y economía mixta, Méxi-
co, IIJ-UNAM, 1985, p. 119.

13	 García Laguardia, Jorge Mario, “Evolución del constitucionalismo social en 
Centroamérica y Panamá”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, núm. 
20, México, mayo-agosto de 1974, p. 12.
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Los movimientos sociales del siglo xix y el crecimiento ace-
lerado que se produce en los primeros años del siglo xx, obli-
gan a replantear la propia razón de ser del Estado, orientándose 
al reconocimiento de su cada vez mayor intervención en la vida 
social. Junto al fortalecimiento de las libertades individuales, se 
produce la institucionalización de las libertades-participación, 
que obligan al Estado a intervenir en la vida social y política en 
un sentido protector. Los derechos económico-sociales son acep-
tados y además de convertirse el Estado en árbitro de las relacio-
nes entre el capital y el trabajo, pretende intervenir en la cultura 
y la familia, imprimiendo fuertes limitaciones a los clásicos de-
rechos individuales en aras del bienestar colectivo en una gran 
“tentativa de racionalización de la vida pública”. Así aparece una 
gran corriente desde la Primera Guerra, que se acentúa después 
de la Segunda, que tiende a la constitucionalización de los dere-
chos sociales. 

El denominado “constitucionalismo  social”  registra  tres  eta-
pas  en  su  evolución:  en su primera  etapa  comprendió  la  inser-
ción  de  cláusulas  económicas y sociales en los textos constitu-
cionales (referentes a la propiedad, a la tierra, al trabajo, etcétera), 
en una segunda etapa abarcó la protocolización expresa de los 
nuevos roles del Estado (un estado activo, intervencionista, provi-
sor o “de bienestar”), en la última  etapa —que  es  la contemporá-
nea— asistimos a la consagración de un constitucionalismo social 
de la cultura y de la educación. La perspectiva social es lo único 
que hoy mantiene el sentido de la democracia para vastos sectores 
de la sociedad, así como los derechos sociales —incluidos los de 
la cultura y de la educación— pasa a desempeñar el importantí-
simo sentido y significado de asegurar las condiciones reales de 
existencia y funcionamiento de una democracia política efectiva. 

Por ello, la democracia social se convierte en reaseguro de 
la paz en el seno de la comunidad al posibilitar el goce de los 
derechos por el mayor número y la reducción a su más mí-
nima expresión de los sectores que actúan como grupos de 
tensión.14

14	 Ibidem, p. 184.
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Al respecto, Humberto Quiroga Lavié, considera: 

Al Estado social hay que definirlo como “Estado de prestaciones” 
sin desmedro del “Estado de libertades”. El Estado se obliga para 
asegurar el equilibrio y desenvolvimiento estructural de cada na-
ción, a falta de lo cual la crisis se toma desestabilizante. Son in-
gobernables los países apoyados en estructuras fracturadas por la 
debilidad que genera el hambre, la desnutrición, el analfabetismo 
y las epidemias: en Latinoamérica el mapa social está dibujado por 
agudos desequilibrios; la mano del Estado resulta insoslayable para 
impulsar la  generación  de  nuevas  energías,  para  evitar  la  pér-
dida  o  la  huida  de  sus  recursos propios y el no reciclaje de tanta 
riqueza abandonada a su suerte, así como para impulsar el ingreso 
de todos aquellos bienes o recursos que faltan en nuestras tierras.15

Es incuestionable, la contribución de Jaime Torre Bodeti, 
secretario de Educación Pública, quien influyo en la reforma y 
redacción al artículo 3ro. Constitucional del 30 de diciembre de 
1946, al hacer énfasis de la democracia material. 

En efecto al referirse a los lineamientos que deben regir la edu-
cación que imparta el Estado —Federación, estados y municipios— 
dispone que la misma debe ser: democrática: “considerando a la 
democracia no solamente como una estructura jurídica y un régi-
men político, sino como un sistema de vida fundado en el constan-
te mejoramiento económico, social y cultural del pueblo”.16

México, país pionero de la democracia social en el continen-
te, establece la rectoría del Estado del desarrollo nacional para 
garantizar que este sea integral, que fortalezca la soberanía de 
la nación y su régimen democrático y que, mediante el fomento 
del crecimiento económico, el empleo y una más justa distribu-
ción del ingreso y de la riqueza, permita el pleno ejercicio de la 
libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales 
(art. 25). 

Los juristas mexicanos Héctor Fix Zamudio y Salvador Va-
lencia Carmona, al referirse al constitucionalismo social, consi-

15	 Quiroga Lavié, Humberto, “Estudio  introductorio”,  El constitucionalismo  
social  en las postrimerías del siglo XX,..., cit., p. 26.

16	 Fix-Zamudio, Héctor, op. cit., p. 80.
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deran: es ingenua la aceptación acrítica de los argumentos del 
libre mercado y la economía de la oferta, que como reacción al 
desencanto de la intervención del Gobierno ha surgido en varios 
países. Ante la crisis actual de los paradigmas, se recomienda in-
novar, buscar la opción alternativa, que, reconociendo el papel 
del orden económico, también admita “sus fallas y límites frente 
a deseconomías externas, bienes públicos, y frente a imperfec-
ciones de mercado, como estructuras oligopólicas y monopóli-
cas. Así como frente a los problemas de la distribución del ingre-
so”, por ello, ante “el dilema entre el estado mínimo y el estado 
máximo se propone llegar a un estado óptimo”.17

Ahora bien, con la aplicación de las políticas económicas 
neoliberales, actualmente, se transita del estado de bienestar al 
estado de malestar; los beneficios que se habían logrado años 
atrás con el establecimiento del constitucionalismo social, ahora 
se han frenado u obstaculizado, toda vez que, el Estado interven-
tor ha dejado de participar en beneficio de la igualdad para un 
mayor número de personas, ahora el Estado ha asumido un papel 
de guardián del crecimiento económico logrado por los menos, 
en perjuicio de la población depauperada. Razón por la cual, el 
Estado benefactor ha dejado de ser tal, ya que ahora, invierte e 
interviene más en la seguridad pública que en la seguridad social.

Consecuentemente, concibo a la justicia social como la ex-
presión más humana, solidaria y racional para poder convivir 
con armonía con los demás. De ahí que sea necesario reforzar la 
cultura del respeto tanto al interés individual como al interés pú-
blico en beneficio de la justicia social, a través de un ámbito más 
tolerante, abierto y plural que permita el desarrollo de un nuevo 
modelo de comunicación y de convivencia humana, que fortalez-
ca el respeto a los derechos fundamentales del ser humano. Con 
el ánimo de evitar el holocausto, no podemos seguir sobrevivien-
do con la contaminación del agua, aire, fauna y flora. Así como de 
los alimentos que se obtienen a través de los transgénicos que a la 
larga producen enfermedades incurables, por ejemplo, el cáncer. 
Dicho drama ecológico en cierta forma obedece a los apetitos in-

17	 Fix-Zamudio, Héctor y Valencia Carmona, Salvador, Derecho constitucional 
mexicano y comparado, 3a. ed., México, Porrúa, 2003, p. 535.
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saciables de quienes en forma egoísta solo piensan y actúan para 
aumentar sus riquezas materiales a costa de la vida de los demás.

A este respecto, es preocupante la consideración expresada 
por José francisco Paoli Bolio, quien menciona lo siguiente: “Lo 
grave, advierte Paoli, es que México, hundido en una crisis eco-
nómica, avanza hacia un estallido social: el problema no va a ser 
guerrillero. Los estallidos sociales son terribles cuando los pro-
voca el hambre”.18 

Por lo consiguiente, nos es demagógico pensar y establecer 
políticas públicas en beneficio de los más pobres. 

Es importante remediar los desvíos a los que se ha llegado en 
perjuicio de los intereses y de los derechos sociales y también 
evitar una recaída en el autoritarismo burocrático. La responsa-
bilidad pública consiste en remediar las deformaciones institu-
cionales que están en el origen de la pobreza, de la violencia, de 
la arbitrariedad y de la corrupción. La construcción de institucio-
nes sociales y políticas que garanticen equidad implica un nuevo 
tipo de equilibrios que son posibles si se utilizan, en el gran esce-
nario del poder, los nuevos instrumentos del saber.19

IV. Descripción y análisis jurídico sobre la separación  
del cargo por incumplimiento de la responsabilidad  

en el desempeño de sus funciones

En todo lo ancho y largo de la República Mexicana, en términos 
generales se comparte de manera reiterada una opinión pública 
y práctica social de incertidumbre acerca del quehacer cotidia-
no de la seguridad pública, la procuración e impartición de la 
justicia, entre otras razones, porque dichas actividades se ven 
afectadas tanto por la falta de credibilidad, honestidad, como de 
la presencia de escenarios de corrupción, mentiras, ineficacia e 
ineficiencia. 

18	 Delgado, Álvaro (entrevistador), Paoli, Francisco José (entrevistado), 
“Partido pragmático, gobierno sin iniciativa”, Proceso, Semanario de infor-
mación y análisis, núm. 1713, México, 30 de agosto de 2009, p. 19.

19	 Valadés, Diego, Constitución y política, cit., p. 388.
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Ante ello, la intención de la presente reforma a la fracción 
XIII del apartado B, del artículo 123, es determinar que en caso 
de incumplir con las leyes que establezcan las reglas de perma-
nencia o al incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus 
funciones, los agentes del ministerio público, los peritos, y los 
miembros de las instituciones policiales de la federación, el Dis-
trito Federal, los estados y los municipios serán separados o re-
movidos de su cargo sin que proceda, bajo ningún supuesto, la 
reinstalación o restitución en sus cargos por significar una falta 
a los valores institucionales de rectitud y alto valor ético que se 
requiere en el sistema de seguridad pública e impartición de jus-
ticia, que es pieza fundamental en el espíritu de la reforma.

Para definir la naturaleza de la relación, la reforma propuso 
que los miembros de las instituciones de seguridad pública fue-
ran considerados como trabajadores de confianza y se rigiesen 
conforme a sus propias leyes, gozando de las medidas de protec-
ción al salario y los beneficios de la seguridad social. 

A fin de salvaguardar los fines de la seguridad pública, con-
tar con mejores elementos y tener la posibilidad real de adecuar 
conforme a derecho las estructuras policiacas en beneficio de la 
sociedad mexicana, la iniciativa planteó que los miembros de las 
instituciones o cuerpos de seguridad pública no tendrían acción 
de reinstalación para el caso de baja, cese, destitución, remo-
ción, separación o terminación de los efectos del nombramien-
to. Con esto se pretendió dotar a las corporaciones policiacas 
de herramientas que les permitieran depurar a los cuerpos de 
seguridad pública. La reforma propuesta no anularía el servicio 
civil de carrera, su propósito era garantizar que la función de 
seguridad pública se desarrollara con estricto apego a los prin-
cipios constitucionales de legalidad, eficiencia, profesionalismo 
y honradez.20

20	 Madrazo Cuéllar, Jorge, Las reformas constituciones en materia penal, 20 de 
junio de 2012, http://www.juridicas.unam.mx/publica/rev/cconst/cont/1/
cl/cl11.htm, Cámara de Senadores, LX Legislatura, Diario de los Debates, 
Primer Periodo de Ordinario de Sesiones del Segundo Año de Ejercicio, 
Diario núm. 34, 13 de diciembre de 2007, http://www.senado.gob.mx/in-
dex.php?ver=sp&mn=3&sm=3&lg=LX_II&id=759 
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Lo anteriormente expresado se considera adecuado. Sin em-
bargo, lo que no se puede aceptar en un Estado de derecho social 
democrático, es lo relativo a que, sí, el servidor público es ino-
cente no se le pueda reincorporar a sus funciones. Dicha negativa 
es totalmente aberrante para la cultura jurídica y para el paradig-
ma del Estado de derecho democrático.

Por otra parte, se hace referencia de la información que se 
discutió en la Cámara de Senadores, respecto a la fracción XIII 
del artículo 123 Constitucional: “Si la autoridad jurisdiccional 
resolviera que la separación, remoción baja o cese o cualquier 
otra forma de terminación del servicio fue injustificado, el Esta-
do solo estará obligado a pagar la indemnización 51”. ¿De qué se 
trata esta disposición? Fíjense nada más, a cualquier Ministerio 
Público, perito, policía se le podrá despedir, se le podrá cesar, se 
le podrá remover, si este policía, perito o trabajador de los órga-
nos de justicia, de los órganos de procuración de justicia acude a 
la Junta de Conciliación o acude a los tribunales federales y ganan 
los juicios, y demuestra el trabajador que fue injustificado su des-
pido y que el cese fue injustificado y fue falsa la argumentación 
que le esgrimieron para cesarlo y despedirlo, aun así el trabaja-
dor no tendrá derecho a que se le reinstale.

Por eso no puede tratarse diferente a ningún ciudadano y no 
puede establecerse en la Constitución una restricción de tal na-
turaleza. 

Y ahora a nivel de rango constitucional establecen la prohi-
bición y la restricción para que a un trabajador que fue vejado, 
cesado, que fue injustamente despedido, se le pueda reinstalar y 
restituir en su honra y en su prestigio personal. No puede esta-
blecerse eso en la Constitución, me parece delicado y me parece 
grave. Por eso nos oponemos y por eso quisiéramos proponerle 
al presidente de la Mesa Directiva de la Cámara que someta a la 
consideración de la Asamblea la supresión de esta disposición 
contenida en la fracción XIII del artículo 123.21

21	 Idem.
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V. Reflexiones finales 

La Reforma Constitucional del 18 de junio de 2008 (de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos), representa 
una ruptura epistemológica para con el sistema penal inquisito-
rio mixto, eminentemente formalista. El cual, es sustituido por el 
paradigma del garantismo que subyace en el sistema penal acu-
satorio adversarial, que, además, se vincula con la corriente del 
realismo jurídico contemporáneo.

Ahora bien, de la lectura y análisis que se haga del contenido 
textual del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos vigente, identificamos que, en el artículo antes 
mencionado, en el apartado A, con X fracciones, se establecen los 
principios generales del sistema penal acusatorio adversarial-vía 
los juicios orales. En su apartado B, con sus IX fracciones, se regu-
lan los derechos de toda persona imputada y en el apartado C, con 
VII fracciones, se mencionan los derechos de la víctima o del ofen-
dido. Habida cuenta a lo antes expresado, se desprenden los li-
neamientos teóricos y metodológicos que esquematizan al sistema 
penal acusatorio, de naturaleza garantista, respetuoso de la digni-
dad humana, y demás derechos fundamentales tanto del acusador 
como del acusado. Además, se distingue por garantizar el principio 
de presunción de inocencia, del debido proceso legal, la seguridad 
y certeza jurídica, la objetividad, transparencia e imparcialidad en 
la impartición de justicia. Las características antes mencionadas 
son acordes a un Estado de derecho social democrático.

Ahora bien, el tema central de la presente investigación ver-
sa acerca del último párrafo de la fracción XIII del apartado B 
del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos vigente, y que a la letra expresa lo siguiente:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y social-
mente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la 
organización social de trabajo, conforme a la ley. […]

Apartado B […]

XIII. Los militares, marinos, personales del servicio exterior, agen-
tes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las institucio-
nes policiales, se regirán por sus propias leyes.
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Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las 
instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Esta-
dos y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cum-
plen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto 
señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por 
incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la 
autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, 
cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustifi-
cada, el Estado solo estará obligado a pagar la indemnización y demás 
prestaciones a que tenga derecho el servidor público, sin que en nin-
gún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el 
resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido.22

Consecuentemente, con el propósito de identificar, por una 
parte, el marco normativo jurídico del garantismo que sustenta a 
la reforma constitucional penal del 18 de junio de 2008, y de la 
reforma constitucional del 10 de junio de 2011, a través de los 
siguientes artículos: 1, 5, 14, 16,17, 20 y 123. Lo cual, nos permi-
te precisar las antinomias o contradicciones que fundamentan lo 
referente al último párrafo de la fracción XIII del apartado B del 
artículo 123 constitucional. En dicho párrafo al negarse la reins-
talación del servidor público cuando resulta inocente se rompe 
el esquema garantista, y por lo consiguiente, se llega a una clara 
expresión intolerante, autoritaria y fascista.23

Por la otra parte, con la existencia de los preceptos normati-
vos que se encuentran tanto en la Declaración Universal de los 

22	 Cámara de Diputados, Reformas Constitucionales en Orden Cronológico, Re-
forma Penal Constitucional de 18 de junio de 2008, http://www.diputados.
gob.mx/LeyesBiblio/ref/dof/CPEUM_ref_180_18jun08.pdf 

23	 En psicosociología, la palabra fascismo (y su letra inicial F) ha sido uti-
lizada para designar una escala que pretende mediar la existencia de un 
tipo de personalidad caracterizada por el convencionalismo, la sumisión de 
tipo autoritario, la agresión de estilo autoritario, la oposición a los sujetos 
imaginativos, sensitivos, la superstición y la estereotipia, la preocupación 
por el poder y la tenacidad, la tendencia a la destrucción y el cinismo� Hay 
una interpretación que considera al fascismo italiano como una aberración 
pasajera, al modo de otras tantas tiranías fugaces que ha padecido Italia en 
su historia. (Fuenzalida Faivovich, E., “Fascismo”, concepto publicado en 
el Diccionario UNESCO de Ciencias Sociales, Barcelona, Planeta-De Agos-
tini, noviembre 1987, vol. II, pp. 869 y 870.
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Derechos Humanos, como de las Convenciones Internacionales 
se esquematiza el fundamento jurídico internacional, que nos 
permite ahondar en razones jurídico políticas y éticas en contra 
de las expresiones autoritarias que impactan al paradigma garan-
tista que hoy en día cuestionan las arbitrariedades que se come-
ten al violar los derechos fundamentales que se consagran en un 
Estado de derecho social democrático.

Habida cuenta lo antes expresado, y con el propósito fundamen-
tal de corregir la aberración jurídica antes mencionada, se propone 
una reforma de adición al último párrafo de la fracción XIII del apar-
tado B del artículo 123 constitucional en los siguientes términos:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y social-
mente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la 
organización social de trabajo, conforme a la ley.

Apartado B…

XIII� Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes 
del Ministerio Público, peritos�

Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las 
instituciones policiales de la Federación�

Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remo-
ción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio 
fue injustificada, de acuerdo al resultado del juicio o medio defensa 
que se hubiere promovido, el Estado se obliga a reincorporar al servidor 
público al servicio de su cargo que venía ocupando, o a pagar la indem-
nización y demás prestaciones a que tenga derecho el servidor público.

Ahora bien, la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos vigente, en diferentes artículos expresa, por una par-
te, el respeto irrestricto de los derechos humanos fundamentales, 
entre otros, cabe mencionar, de libertad, igualdad, seguridad y 
certeza jurídica, lo cual, obliga a garantizar el respeto y obser-
vancia de la dignidad humana y demás derechos fundamentales 
reconocidos en esta Constitución, así como de los tratados y con-
venciones internacionales. Véase los artículos: 1, 14, 16, 17, 20 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Así como también, los artículos 7, 8, 11, 12, 22, 23, 25 y 28 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos, los artículos 
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7, 8, 9, 10, 11, 13, 14, 16, 17, 24, 25, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, Artículos 47, 48, 49 y 51 de la Ley 
Federal del Trabajo.

La reforma constitucional del 10 de junio del 2008, en cuanto 
al artículo 123, apartado B fracción XIII en su último párrafo es 
un desatino total con el Estado de derecho, social y democrático 
al establecer que el servidor público que sea separado o removi-
do de su cargo no podrá ser reinstalado en su cargo: “si la auto-
ridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, 
cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injus-
tificada, el Estado solo estará obligado a pagar la indemnización 
y demás prestaciones a que tenga derecho el servidor público, 
sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, 
cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que 
se hubiere promovido.24

Por último, considerando a todo lo antes mencionado, se con-
cluye en los siguientes términos: la justicia social es una alterna-
tiva racional, objetiva y humanista que permite aminorar las asi-
metrías que se presentan en un mundo desigual ya que los pocos 
son los dueños de la riqueza los muchos son los que carecen de 
los mínimos vitales. 
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